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1. INTRODUCCIÓN  
 
La ley de infancia y adolescencia tuvo sus génesis bajo la égida de la protección 
especial de los niños, niñas y adolescentes, pretendiendo ponerse a tono con la legislación 
internacional que además lo exigía. Sin embargo, dentro de esquema planteado en  la 
referida normativa respecto de la responsabilidad penal de los adolescentes, se ha 
evidenciado una laxitud en la aplicación de las sanciones, generando impunidad, ausencia 
de medidas eficientes para la resocialización de los menores e inaplicación de la justicia 
restaurativa. Por  lo que en el presente texto se hace un análisis sobre ese particular, 
pretendiendo a partir de la sociología jurídica y la teoría comunicacional del derecho, 
exponer la amplitud de las prerrogativas y libertades consagradas en la Ley 1098 de 2006 
y el hecho de que redunde en las falencias del sistema punitivo para menores. 
 
Esta investigación  tiene el propósito de establecer cuál es el alcance del principio 
de la corresponsabilidad, consagrado en la Ley 1098 de 2006, en el proceso de 
resocialización de los adolescentes en conflicto con la ley, en la ciudad de Manizales. 
Dentro de los objetivos propuestos se evaluará desde una óptica critico-constructiva los 
programas adelantados en las instituciones de internamiento preventivo, se revisará el 
procedimiento que se lleva a cabo en el  seguimiento a la sanción impuesta al 
adolescente, asimismo al evaluar la normativa y los hallazgos fácticos que arroje el 
trabajo de campo, se establecerá el marco teórico del principio de la corresponsabilidad 
dentro del SRPA. 
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Lo anterior teniendo en cuenta que los niños, niñas y  adolescentes son sujetos de 
derechos y de protección pero también de obligaciones, en este sentido pueden ser 
merecedores de sanciones en el momento de cometer infracciones a las normas de tipo 
penal, sin embargo al crearse el principio de protección integral se ha producido un 
cambio de paradigma ya que se  ha pasado de una concepción del sistema como 
mecanismo represivo a una verdadera búsqueda de resocialización en la cual todos los 
actores sociales son responsables por el principio de la corresponsabilidad. 
 
Esta concepción se encuentra enmarcada en la ley 1098 de 2006, en la misma se 
consagran los principios y las reglas especiales que deben regular la operación de un 
sistema de responsabilidad cuya finalidad es de carácter pedagógico especifico y 
diferenciado del sistema de adultos tanto del proceso como de las sanciones.    
 
Actualmente, se ha suscitado una problemática sobre el tratamiento penal a los 
adolescentes, quien bajo la figura de la protección prodigada por el Estado, cometen 
delitos considerados graves y no emerge una herramienta que permita no solo castigar el 
delito, sino también resocializar al menor y brindarle los espacios y herramientas 
necesarias para su desarrollo en condiciones normales.  
 
 Por ello, se hace necesario el análisis de la situación penal de los adolescentes en 
el sistema jurídico colombiano, partiendo de lo dicho por la Corte Constitucional, frente a 
los análisis que se han realizado en otros escritos y que llevan a reflexionar sobre la 
aplicación de la ley de infancia y adolescencia en materia penal (REPÚBLICA, 2006) 
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2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
Por diversas causas, el número de adolescentes que participan en la comisión de 
delitos en Colombia es muy alto.  
 
El sistema de responsabilidad penal para adolescentes establece que las sanciones 
impuestas a los condenados deben tener fines reeducativos, restaurativos y pedagógicos. 
 
No obstante lo anterior, la reincidencia en las infracciones a la ley penal también 
tiene índices muy elevados entre los jóvenes que están o han estado privados de la 
libertad. (Conductas punibles cometidas al interior de las instituciones).  
 
Cabe preguntarse si los fines de las sanciones no se están cumpliendo, como quiera 
que muchos de los adolescentes condenados incurren de nuevo en dichas conductas 
delictivas. Las causas de la reincidencia en el delito son múltiples, siendo las más visibles 
el conflicto armado, la pobreza, la inequidad social, el pandillismo y las exigencias de la 
sociedad de consumo. 
 
Combatir la delincuencia juvenil es un gran desafío para el Estado social de 
derecho, que tiene dentro de sus principios el respeto de la dignidad humana, la 
solidaridad y la prevalencia del interés general y dentro de sus fines, el aseguramiento de 
la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. (Artículos 1° y 2° de la 
Constitución Política). 
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Para el Estado, un adolescente infractor significa, en la mayoría de los casos, un 
joven con sus derechos vulnerados por la desescolarización, la desnutrición, y la falta de 
cuidado y amor.  
 
Sin embargo, las causas anteriores no pueden servir de excusa para dejar de 
sancionar a los responsables de delitos.   
 
En el sistema de responsabilidad penal para adolescentes, la sanción consistente en 
la restricción de la libertad está limitada a las conductas punibles más graves, cuyas 
penas, en tratándose del sistema para adultos, sean o excedan de seis años de prisión. 
 
Así las cosas, los jóvenes susceptibles de sanciones privativas de la libertad, durante 
el lapso que se hallen institucionalizados, deberían aprender nuevas formas de 
relacionarse con la comunidad, asumir conductas adecuadas y aprehender normas 
sociales y legales para adquirir habilidades para la vida que los conduzcan a un proyecto 
de vida integral. 
 
Por ello, la pregunta de investigación que se pretende contestar mediante el presente 
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2.1 Pregunta de Investigación 
 
 ¿Se han conseguido la resocialización de los niños, niñas y adolescentes que 


























Es eficaz de la medida de resocialización de los niños, niñas y adolescentes que 





No es eficaz de la medida de resocialización de los niños, niñas y adolescentes 
















Investigar acerca del impacto y efectividad de la sanción de privación de la 
libertad en los jóvenes condenados es útil para las autoridades y entidades del sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes porque gracias a la información que se obtenga 
sobre la reincidencia en el delito y los cambios comportamentales y conductuales de los 
sancionados, luego de egresar de los centros, pueden surgir políticas públicas en temas de 
adolescencia. 
 
De igual manera, cuando se establezca si las sanciones están cumpliendo o no con 
el objetivo de la prevención general y especial, pueden proponerse cambios al interior de 
los programas adscritos al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, entidad encargada 
de velar por los condenados privados de la libertad, con el fin de hacer planes de 
mejoramiento -en caso de ser necesario- o bien de consolidación de los procesos 
positivos. Si se halla que los diversos programas al interior de la Ciudadela Los Zagales 
fomentan el real bienestar de los jóvenes, dichos programas deben incentivarse para 
seguir adelante.  
 
Determinar y visibilizar los derechos fundamentales que con mayor frecuencia se 
encuentran vulnerados en los jóvenes infractores también es útil para las entidades 
territoriales y el ICBF, como autoridades encargadas de velar por el cumplimiento de los 
derechos, toda vez que podría servir de base para iniciar gestiones y planes que 
disminuyan el índice de adolescentes desescolarizados, desnutridos, maltratados y 




Finalmente, es importante para las autoridades y responsables del sistema penal 
para adolescentes tener la claridad conceptual frente al significado de reeducación, 
pedagogía y restauración como objetivos de las sanciones penales, toda vez que unificar 
criterios debe ser el primer paso hacia la consecución de las metas propuestas, esto es, 
garantizar el goce y disfrute de los derechos fundamentales de todos los niños, niñas y 
adolescentes y disminuir los niveles de criminalidad juvenil para cumplir con los fines 



















5.1. Objetivo General  
 
Determinar la eficacia de la medida de resocialización de los niños, niñas y 
adolescentes que cometen delitos mediante la pena privativa de la libertad en la ciudadela 
los Zagales de Manizales. 
 
 
5.2. Objetivos específicos 
 
- Describir aspectos sociológicos y generalidades de la Ley de infancia y 
adolescencia frente a la comisión de delitos por parte de los adolescentes.  
- Analizar los pronunciamientos judiciales sobre las sanciones penales establecidas 
para los adolescentes infractores y su eficacia como medida de protección.  
- Estudiar las medidas de socialización de los adolescentes en la ciudadela los 
Zagales de Manizales.  
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6. MARCO REFERENCIAL 
 
 
6.1. Estado de Arte 
 
 Trabajo de investigación titulado “Los sistemas de responsabilidad penal juvenil en 
América Latina” (2000).  Beloff (2000), en su escrito habla sobre la incorporación en 
América Latina de la convención Internacional sobre los derechos del niño a los sistemas 
jurídicos nacionales  y los cambios  sustanciales que estos traen consigo. 
 
Articulo denominado “La ley de responsabilidad penal del adolescente  como 
sistema de justicia: Análisis y propuestas” (2011). Berrios (2011), en su artículo hace un 
análisis a la aplicación de la ley de responsabilidad penal del adolescente en relación con 
al marco de los objetivos de la convención sobre los derechos del niño. 
 
6.2 Marco Teórico 
 
El Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA) no funciona 
como debería porque: “El tema se improvisa creyendo que todo se resuelve con la ley. Es 
una fuga hacia el derecho penal que no ataca el fondo del problema, cuyas causas son 
sociales”. 
 
El origen del problema delincuencial en los adolescentes, de acuerdo con el 
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director del centro especializado de privación de la libertad para adolescentes en Bogotá, 
El Redentor, entre el 95% y el 97% de los jóvenes que se encuentran en dicha institución 
pertenecen a estratos 0, 1 y 2, provienen de barrios marginales, con familias 
desintegradas, desescolarizados, con relación con grupos al margen de la ley y adictos a 
sustancias psicoactivas (SPA). 
 
Por su parte, la directora del ICBF aseguró que antes de castigar a los 
adolescentes debe ponerse toda la atención en la atención y prevención en la primera 
infancia. Muchos infractores lo son, por la falta de educación, salud, alimentación, 
oportunidades. 
 
De igual manera, es necesaria la intervención del Estado al interior de las familias, 
la sociedad y la escuela, como quiera que los jóvenes que han estado privados de la 
libertad, al salir del medio reeducativo y terapéutico deben volver al mismo sitio de 
donde salieron, llegando a un sitio más hostil del que se fueron. 
Quienes sufren de exclusión social se autoidentifican como marginales. Estar 
situado al margen de los recursos económicos y de las oportunidades es distinto a vivir en 
la pobreza material como única circunstancia. Muchos adolescentes legitiman la 
marginación y construyen su identidad a partir de la exclusión, por tanto, su condición se 
convierte en un espacio cultural. 
 
Al mismo tiempo que ocurren los fenómenos de pobreza, inequidad y exclusión 
social, el modelo neoliberal adoptado en estos países promueve el consumo como valor 
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social, desde lo político y de los medios de comunicación, fomentando estilos de vida que 
valida la posesión de objetos materiales y acrecienta las expectativas.  
 
En ciertos espacios sociales de marginalidad, el delito puede tener un mayor 
reconocimiento social que vivir ajustados a las normas. Las oportunidades que brindan la 
educación de baja calidad conduce a tener trabajos precarios y mal remunerados. 
 
Las conductas transgresoras de los jóvenes -ilegales- les permite acceder a bienes y 
servicios que por los medios legales no pueden alcanzar.  
 
La “cárcel” para adolescentes se denomina centro de privación de la libertad (En 
Colombia, centro especializado de privación de la libertad) cuya denominación “atenúa” 
el efecto. Antes las instituciones encarcelaban para proteger, no obstante los cambios que 
ha tenido la legislación, la organización de estas entidades permanecen similares. 
 
La privación de la libertad para un joven entre los 14 y los 18 años de edad, no sólo 
significa la más cruda zozobra a la que se puede someter a un ser humano en la 
actualidad sino que ocasiona un daño que deja profundas huellas en su psique (áreas que 
requiere para adaptarse socialmente). 
 
Desde el punto de vista emocional y afectivo, a los adolescentes privados de la 
libertad se les separa de sus familias de origen, se les disminuye la posibilidad de 
desarrollar acercamientos naturales con sus pares del sexo opuesto, atrofiando las 
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oportunidades de desarrollo afectivo-sexual, habrá autoagresiones y agresiones a sus 
compañeros y a funcionarios de la institución.  
 
Como principio deberá establecerse que si el Estado no es capaz de garantizar a los 
jóvenes privados de la libertad el cumplimiento de sus derechos generados con ocasión 
de su situación, no debería exigírseles a los adolescentes que cumplan con su 
responsabilidad penal mediante la sanción de encarcelamiento. El joven es apenas un 
sujeto en desarrollo, mientras el Estado está completamente conformado y funcionando 
en condiciones democráticas.  
 
Tal como se anunció desde el  planteamiento del problema, en la relación de causas 
y síntomas del mismo, los estudios especializados sobre los efectos de la privación de la 
libertad en adolescentes son -en la mayoría de los casos- nefastos para el sancionado, 
como quiera que se les aisla del medio social, se separan de su familia y por la presión de 
grupo, allá adentro, aprenden conductas inadecuadas.  
 
El consumo de sustancias psicoactivas (SPA) en los centros de reclusión es alta, 
pues la presión psicológica y la ansiedad determinan el comportamiento de los 
adolescentes. 
 
Así las cosas, la medida de internamiento preventivo y la sanción de privación de la 
libertad deben ser el último recurso que el operador jurídico utilice para corregir, 
sancionar y reeducar al joven que infringe la ley penal. 
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Como todas las medidas de aseguramiento de los adultos, también en el sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes y con mayor rigurosidad, el juez de control de 
garantías debe estudiar a fondo los requisitos objetivos y subjetivos para determinar si es 
procedente la medida de internamiento preventivo. Sólo procede si es proporcionada, 
adecuada y razonable y como último recurso a tener en cuenta. En el sistema penal de 
adolescentes la única medida preventiva que puede imponerse es el internamiento. La ley 
permite que en la sentencia se apliquen sanciones diferentes, a la privación de la libertad, 
esto es, las consagradas en el artículo 187 de la Ley 1098 de 2006. 
 
No obstante lo anterior, antes de castigar y de reprimir con su fuerza, el Estado debe 
garantizar a todos los niños, niñas y adolescentes la protección y efectivo cumplimiento 
de los derechos fundamentales de manera material. 
 
No basta con que la Constitución Política consagre tales derechos ni existan 
múltiples tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia que regulen la 
materia, toda vez que la garantía, protección y efectivo cumplimiento de los derechos 
humanos deben materializarse en hechos ciertos y comprobables. 
 
Está demostrado que los jóvenes con derechos vulnerados de manera reiterada 
tienen más riesgo de incurrir en conductas delictivas que quienes tienen asegurados sus 
derechos a la educación, salud, vivienda digna, alimentación, amor, afecto, entre otros. 
 
La pobreza, hacinamiento, desnutrición, desescolaridad y falta de oportunidades se 
I m p o r t a n c i a  e  i m p a c t o  d e  l a  s a n c i ó n  d e  p r i v a c i o n  | 19 
 
convierte entonces en el semillero de futuros jóvenes y adultos que experimentan la 
exclusión social, que adoptan como forma de cultura y de socialización la ilegalidad para 
acceder a bienes y servicios, que en otros espacios no alcanzarían. 
 
Según las Reglas de Beijing, la privación de la libertad es el último recurso que 
debe utilizarse para reprender al joven infractor. De acuerdo con estudios especializados, 
los trabajos comunitarios y los espacios de recreación y cultura han dado mejores y más 
prolongados resultados que la represión para los adolescentes infractores. 
 
El argumento de que la privación de la libertad es lo más adecuado e idóneo para el 
joven teniendo en cuenta los factores socio-familiares del mismo, hacen que de nuevo su 
situación socio económica y cultural sea el factor excluyente per se, casi que convirtiendo 
sus posibilidades en un círculo vicioso del que no puede salir.  
 
No obstante, en los centros especializados de privación de la libertad en Colombia, 
el ICBF ha hecho ingentes esfuerzos por brindar educación, salud, capacitación y 
atención integral a los jóvenes institucionalizados, al punto que muchos de ellos se 
chocan con la realidad cuando rergresan a sus medios sociales. El internamiento lleva 
consigo desadaptación del medio y mayores factores de exclusión, por cuanto, tratándose 
de escuelas, empresas o lugares para trabajos formales, el hecho de haber estado privado 
de la libertad genera rechazo social. 
 
Así las cosas, las probabilidades de reincidir en el delito cuando no se tienen 
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mayores herramientas psicoafectivas y oportunidades de trabajo y estudio son bastante 
altas. Dentro de las instituciones se trabaja arduamente por blindar a los jóvenes frente a 
las posibles recaídas en el uso y abuso de SPA y en la presión de grupo. Pese a que dentro 
de sus objetivos está inculcar tanto valores sociales como habilidades para la vida, los 
adolescentes con proyectos de vida claros y adecuados son pocos. Se autoexcluyen de la 
sociedad, la cultura de la marginalidad hace parte del imaginario social de los 
sancionados.   
 
6.3 Marco Jurídico  
 
 Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General 
de la Organización de Naciones Unidas del 10 de diciembre de 1948. 
 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
 Convención Americana sobre Derechos Humanos de San José de Costa Rica. 
 Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de justicia de 
menores (Reglas de Beijing). 
 Convención sobre los Derechos del Niño (Ley 12 de 1991) 
 Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la 
libertad (Reglas de Tokio). 
 Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil 
(Directrices de Riad). 
 Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de la 
libertad (Reglas de la Habana). 
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 Constitución Política de Colombia. 






















I m p o r t a n c i a  e  i m p a c t o  d e  l a  s a n c i ó n  d e  p r i v a c i o n  | 22 
 
7. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
7.1 Tipo de investigación: 
 
El tipo de investigación que se seguirá es CAUSAL, por cuanto deberán estudiarse 
las causas del problema planteado pero también las posibles soluciones al mismo, en 
especial, podrían hacerse propuestas de política criminal del Estado. 
 
7.2 Método de investigación: 
 
Análisis y síntesis. 
 
7.3 Información primaria: 
 
Se obtendrá a través de entrevistas con las directivas y el equipo interdisciplinario 
de la Ciudadela Los Zagales; encuestas con los jóvenes y grupos focales con los 
adolescentes líderes dentro del grupo de quienes se encuentran en el programa Horizontes 
(modalidad cerrada). 
 
7.4 Información secundaria: 
Se acudirá a las estadísticas de la Fiscalía General de la Nación y de la Policía 
Nacional. 
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Se revisarán otros estudios realizados por los profesionales adscritos al Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y a los trabajos de evaluación y 
sistematización de experiencias de la Ciudadela Los Zagales sobre la reincidencia en el 
delito. 
Textos, sentencias, publicaciones en revistas que hacen parte del marco teórico. 
 
7.5 Población y muestra: 
 
La población está perfectamente definida: adolescentes privados de la libertad en el 
centro especializado de privación de la libertad Ciudadela Los Zagales de Manizales, 
jóvenes sancionados -declarados penalmente responsables- y jóvenes con medida 
provisional de internamiento preventivo. 
 
Dependiendo del número de adolescentes privados de la libertad al momento de 
hacer el trabajo de campo, se tomará una muestra significativa para la aplicación de la 
encuesta. 
El grupo focal sólo se realizará con los jóvenes que indiscutiblemente sean líderes 
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6. DESARROLLO TEMÁTICO 
CAPÍTULO I: GENERALIDADES SOCIOLÓGICAS Y JURÍDICAS DE LA LEY 
DE INFANCIA Y ADOLESCENCIA EN COLOMBIA  
 
La creación de la Ley 1098 de 2006, se remonta al año 2002, cuando las entidades 
gubernamentales en compañía con organismos internacionales, como las Naciones 
Unidas, se unieron con el fin de realizar de manera conjunta una ley de infancia y 
adolescencia que de manera integral y sistematizadas permitiera actualizar a la nueva 
problemática social y las situaciones reales, el Código del Menor que se encontraba 
vigente desde 1989  (MONTALVO, 2012) 
 
De otro lado, se buscó que la legislación que para el efecto de los niños, niñas y 
adolescentes se fuera a expedir, se integrara con el bloque de constitucionalidad, de 
manera especial, con la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño  
(BAQUERO TORRES, 2001) 
 
Así, las fuerzas conjuntas de las entidades del Estado, la organizaciones no 
gubernamentales y otros actores sociales, con la teleología de actualizar el marco jurídico 
de la niñez, presentaron en el año 2003, ante el órgano legislativo, el proyecto 032, 
“concebido como una reforma integral del Código del Menor, a partir del 
reconocimiento del interés superior de los niños y las niñas, así como de la titularidad y 
prevalencia de sus derechos” (MONTALVO, 2012).  
Bajo el anterior panorama, se realizó el primer debate ante la Comisión Primera del 
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Senado de la República, no obstante fue retirado al considerarse que no contenía de 
manera integral una legislación que abarcara las situaciones sociales a que se enfrentaba 
el menor y buscando reconocerle nuevos derechos y prerrogativas que incluso tenían su 
génesis en la Carta Política de 1991. 
 
Finalmente, se radicó en agosto de 2005, un nuevo proyecto, suscrito por la 
Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del pueblo, cuarenta representantes a la 
Cámara y cinco Senadores, que culminó con la expedición de la Ley 1098 de 2006, la 
cual empezó a regir a partir de mayo de 2007. 
 
Es de relevancia manifiesta indicar la justificación por la cual se presentó el proyecto 
de ley, toda vez que de la misma emerge claramente la finalidad de la ley de sintonizarse 
con la realidad social por la cual atravesaba y atraviesa, el niño, niña o adolescente. En la 
mencionada motivación se indicó que la iniciativa era una acción conjunta que procuraba 
la protección de los niños, niñas y adolescentes, brindándoles mecanismos efectivos que 
permitieran desarrollar sus prerrogativas de manera eficiente, sin que fueran simples 
enunciados. De otro lado, lo que se buscó fue poner a tono con los tratados y convenios 
internacionales, la legislación que databa desde 1989, que de alguna manera no se 
ajustaba a las realidades sociales que vivía dicho sector de la población.  
 
 Actualmente, se ha suscitado una problemática sobre el tratamiento penal a los 
adolescentes, quien bajo la figura de la protección prodigada por el Estado, cometen 
delitos considerados graves y no emerge una herramienta que permita no solo castigar el 
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delito, sino también resocializar al menor y brindarle los espacios y herramientas 
necesarias para su desarrollo en condiciones normales.  
 
 Por ello, se hace necesario el análisis de la situación penal de los adolescentes en 
el sistema jurídico colombiano, partiendo de lo dicho por la Corte Constitucional, frente a 
los análisis que se han realizado en otros escritos y que llevan a reflexionar sobre la 
aplicación de la ley de infancia y adolescencia en materia penal (REPÚBLICA, 2006) 
 
1. Sociología jurídica y su relación con la aplicación de la Ley  
 
Sea lo primero precisar qué es la sociología jurídica, para posteriormente dilucidar la 
relación que tiene con la Ley de Infancia y Adolescencia.  
 
Se tiene que Renato Treves, indicó puntualmente tres características que definen la 
sociología jurídica de la siguiente manera:  
 
1. Disciplina que promueve y desarrolla investigaciones empíricas para fines de 
carácter práctico, conectadas especialmente con la producción y aplicación del 
derecho.  
2. Disciplina que tiene como objeto de estudio las relaciones entre el Derecho y la 
sociedad y que se divide en dos partes, una teórica y otra empírica.  
3. Disciplina que desarrolla dos tipos de investigaciones diferentes, pero conectadas 
entre sí e incluso complementarias: la determinación del “Derecho libre” o 
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derecho producido fuera de los esquemas jurídicos formales, y el estudio de la 
situación y función del derecho en la sociedad (TREVES, 1988) 
 
Corolario de lo anterior, se tiene que la sociología jurídica, es la ciencia mediante la 
cual se permite que la legalidad se integre a la realidad de un conglomerado social y por 
tanto se pueda indicar, prima facie, que las normas resultan efectivas.  
 
Aplicando lo anterior a la Ley de Infancia y Adolescencia, se tiene que dentro del 
contexto social presentado en el territorio Colombiano y al cual se suma el 
endurecimiento del conflicto armado, viene ligada una problemática como lo es la 
delincuencia juvenil expresada en diferentes formas, básicamente en la comisión de 
diferentes delitos graves que si bien tienen en la Ley 1098 de 2006, establecida una pena 
y la resocialización del menor, también es cierto que no ha resultado efectiva menguando 
ese panorama. 
 
La realidad ha mostrado que la laxitud de las normas contenidas en la ley objeto de 
estudio han redundado en contra de los menores, todo porque los castigos no son 
proporcionales, en algunos casos, con la gravedad del delito perpetrado.  
 
Es necesario hacer alusión al hecho que las normas nacionales no sólo deben ajustarse 
a los parámetros sociales, sino al contexto internacional que ha construido un bloque 
jurídico que repercute en la protección del niño, niña o adolescente a ultranza, verbi 
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gratia, los tratados ratificados por Colombia ante el sistema regional de derechos 
humanos.  
 
Lo anterior podría indicar, per se, que la ley 1098 de 2006 se ajusta al contexto 
internacional y a la obligación que de esa misma índole ha contraído. Empero, es 
importante conjurar lo prescrito por la norma, como lo que acontece socialmente.  
 
3. Teoría comunciacional del derecho y su relación con la Ley 1098 de 2006 
 
Una vez vista la importancia de la sociología en la aplicación del derecho, si se 
tiene en cuenta que esta permite analizar la realidad social y aplicar las normas conforme 
a ella o sugerir su cambio, es relevante hacer alusión a un mecanismo adicional que 
permite, en consideración personal, la concreción del derecho con la realidad social, esto 
es, la comunicación.  
 
Es necesario precisar que la teoría comunicacional del derecho está conformada 
por un entramado conceptual admirable especialmente por la manera en que relaciona sus 
conceptos para dar vida a un verdadero sistema explicativo de lo que el derecho significa. 
 
Las categorías de ordenamiento y sistema, llevan a interrelacionar a los 
enunciados normativos, las decisiones que les dan vida, a los ámbitos comunicativos y 
lingüísticos en que se mueven y las normas resultantes del proceso de depuración 
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conceptual de los juristas para concluir que el derecho es el resultado de dichas 
interrelaciones, el derecho emerge de la sociedad y por ello es comunicacional.  
En otro sentido, la teoría comunicacional sostiene que todo ordenamiento jurídico 
representa una perspectiva textual para entender y valorar el conjunto del mundo jurídico. 
El carácter perspectivista del ordenamiento no sólo implica que desde él se “ve” la 
realidad exterior en bosquejo, a través del texto (ROBLES MORCHÓN, 2013).  
 
Las normas se han expedido bajo una serie de debates que en principio se 
presentaron bajo la premisa "protección a la infancia y a la adolescencia". De hecho, al 
analizar los debates previos a la expedición de la mencionada ley, el argumento central 
jurídico se enfatizaba en la salvaguarda de los derechos de los niños, su protección a 
ultranza y ello se evidencia en diferentes normas.  
 
Sobre ese particular, se pueden traer a colación los artículos 169 y 178, en los que 
se indica que la norma tiene una finalidad restaurativa, pero la teleología de la norma es 
la protección, en la que no se evidencia la proporción en la sanción de un delito grave lo 
que ha conllevado a entender que la norma es permisiva. 
 
No quiere indicar lo anterior que los beneficios de actualizar la ley de infancia y 
adolescencia sean superiores a sus falencias, lo que si sucede es que se ha menguado su 
efectividad.  
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CAPÍTULO II 
ESTUDIO DE PRONUNCIAMIENTOS JUDICIALES SOBRE LA 
PENALIDAD EN ADOLESCENTES Y EL DERECHO COMPARADO 
 
Abordados los temas de sociología y comunicación del derecho, es preciso hacer un 
estudio judicial del tema objeto de análisis, teniendo en cuenta que es en la actividad 
judicial donde emerge la aplicación de la norma donde se pretende absolver el siguiente 
interrogante: ¿Es la justicia juvenil un problema de visiones jurídicas o de realidades 
sociales?, ello porque los problemas que suscita la justicia juvenil están atravesados por 
las distintas concepciones jurídicas o sociales que tratan de abordar el tema de los jóvenes 
infractores de la ley. 
 
Vale la pena indicar, en los diferentes espacios institucionales del Estado, que están 
directamente relacionados con el Sistema de Responsabilidad Penal para Adolescentes, y 
la sociedad civil, no es difícil percibir que la categoría de niños, niñas y adolescentes 
como sujetos de derechos no deja de ser una retórica institucional que se enquista en el 
discurso oficial de los funcionarios públicos y de las instituciones sociales no 
gubernamentales que forman parte del Sistema, como operadores para la intervención. 
Dichas instituciones todavía no han podido generar un cambio en su estructura, que 
reconfigure un mundo simbólico y significante distinto, que les permita interpretar la 
complejidad existencial de los adolescentes dentro de un mundo globalizado; pero que al 
mismo tiempo es segregado por factores culturales, políticos y económicos, que aunque 
no mal, si han generado un proteccionismo a ultranza difícil de erradicar. 
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Se parte de la premisa que indica que dentro del esquema del sistema jurídico 
colombiano, se admite la responsabilidad penal de los adolescentes, cuando han cometido 
acciones que se constituyen en infracciones a la ley penal. Cuando ello sucede, se 
despliegan una serie de actuaciones administrativas y judiciales que tienen que 
desarrollarse sobre tres fundamentales funciones: la protección del menor, su educación y 
la resocialización, las cuales atiendes a las garantías reforzadas de las que son titulares en 
consideración a su especial vulnerabilidad (CORTE CONSTITUCIONAL , 2009) 
 
De otra parte, en los procesos en los cuales se investiga o juzga a un menor de edad, 
se debe dar plena aplicación al derecho de debido proceso, las cuales además de 
encontrarse protegidas en la Carta Política, son consagradas en los diversos instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos, que refleja un catálogo extenso de derechos que 
forzosamente se han de aplicar en la actuación judicial, verbi gratia, el principio de 
favorabilidad, la presunción de inocencia, el juez natural, entre otros. 
 
 La égida del proceso judicial en materia penal para adolescente, se levanta sobre 
la siguiente premisa, extractada de lo contemplado en la Constitución Política, los 
tratados internacionales y la Ley 1098 de 2006:  
 
El sistema de responsabilidad penal de los menores de edad se ha de caracterizar 
por ser diferente de aquel que se aplica ordinariamente a los adultos, y debe ser 
específico en el sentido de atender cuidadosamente al nivel de desarrollo físico y 
mental y demás circunstancias relevantes de cada menor acusado de desconocer la 
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ley penal.  (CORTE CONSTITUCIONAL, 2005) 
 
 Lo anterior, resulta reforzado con lo dispuesto en las Reglas de Beijing, en las que 
se establecieron una serie de reglas, de las que se cita, para efectos del análisis que se ha 
de desarrollar una de las que en consideración personal hace alusión al proteccionismo de 
los menores bajo el sistema de responsabilidad penal y es la que se traduce en el hecho de 
que la detención solo procede en cinco casos a saber,  sólo puede aplicarse como última 
opción y en un lapso breve, si es posible, debe sustituirse por otra medida educativa, en 
caso de efectivizarse la detención debe separarse al menor de los adultos y finalmente, en 
el término de detención el menor debe recibir el cuidado protección y asistencia que 
requiera.  
  
La Corte Interamericana no ha sido ajena a la aplicación de las reglas especiales 
de protección en el evento en que hayan sido cometidos por menores de edad, indicando 
que: 
 
Si bien los derechos procesales y sus correlativas garantías son aplicables a todas 
las personas, en el caso de los niños el ejercicio de aquéllos supone, por las 
condiciones especiales en las que se encuentran los niños, la adopción de ciertas 
medidas específicas con el propósito de que gocen efectivamente de dichos 
derechos y garantías.  (CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS, 2004 ) 
 
I m p o r t a n c i a  e  i m p a c t o  d e  l a  s a n c i ó n  d e  p r i v a c i o n  | 33 
 
 Según lo indicado, se requieren de especiales condiciones para el adelantamiento 
de un juicio de un menor, inicialmente bajo la premisa que antes que tener que someterlo 
a un proceso, es necesario adoptar otras medidas; en el caso de adelantar el proceso 
judicial, debe proveerse al menor de un asesoramiento sicológico y debe darse una 




En el presente acápite se quieren incorporar las experiencias de otros Estados en la 
aplicación de la responsabilidad penal de los niños, niñas y adolescentes, para lo cual se 
han de tomar como referentes: Costa Rica y Chile, analizando la aplicación de dicha 
responsabilidad en los mismos.  
 
En Costa Rica, el establecimiento de un sistema de responsabilidad penal para 
adolescentes, surgió con asesoramiento de la UNICEF, buscando la sistematización de las 
normas que proliferaban sobre la materia, especialmente lo atinente a las sanciones 
privativas de la libertad y con la teleología de hacer posible la resocialización del menor 
y la sostenibilidad de un nuevo sistema de sanciones (UNICEF, 2006). 
 
El proceso para la judicialización de los menores de edad en Costa Rica puede 
destacarse, según los informes de organismos internacionales, por la participación 
conjunta y el compromiso de los actores estatales, buscando más que la penalización la 
aplicación de medidas que en efecto redundan en la reducción de la impunidad y en la 
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formación educativa de los menores. Muestra de ellos es que en el año 1995, se tiene 
reporte de 128 menores de edad en los centros de reclusión, en tanto que en el año 2003, 
dicha suma había menguado a 34, lo que se logró con la aplicación del margen de 
discrecionalidad que la misma ley concede a los jueces y la aplicación de las sanciones 
alternativas para aquellos menores que han cometido los delitos de hurto simple o daños 
en la propiedad, a lo que se sumó el apoyo comunitario, previsto en la misma 
normatividad, para el desarrollo de los servicios sociales (UNICEF, 2006). 
 
Ahora bien, otro sistema de referencia, es el chileno, allí la normatividad vigente data 
de 1967, lo que se traduce en que socialmente y con el devenir del tiempo no se ajusta a 
la realidad social y mucho menos a las exigencias internacionales.  
 
Se ha evidenciado en la sociedad chilena que un menor que ha cometido un delito, 
puede reincidir en un futuro, aún cuando se le haya proferido al infractor una medida de 
protección, pues se ha presentado el caso de quien en la minoría de edad al ser juzgado se 
remitía a un albergue para purgar su sanción y al considerar su estado de abandono por 
parte de sus familiares, ese caso se considera reincidente. 
 
Una falencia adicional del sistema chileno, es que no permite diferenciar el 
juzgamiento de los mayores de 16 años y menores de 18 como adultos, en atención a la 
declaración de discernimiento que muchas veces se basa en que a un adolescente se tiene 
considerado de alta peligrosidad, atribuida más que a su capacidad de discernir al hecho 
altamente gravoso (CHILENO, 2002) 
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Chile, ante los organismos internacionales, se convierte en uno de los estados con la 
legislación más deficiente en materia de infancia y adolescencia, con el aliciente que los 
cambios legislativos son lentos y por ende las reformas judiciales no son inminentes. En 
otras palabras la legislación chilena se concreta en un panorama violatorio de los 
derechos humanos de la niñez, siendo necesario la creación por parte de la UNICEF de 
un sistema de Defensa Judicial de los menores. 
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CAPÍTULO III 
LA JUSTICIA RESTAURATIVA EN EL SISTEMA PENAL DE 
ADOLESCENTES EN COLOMBIA 
 
Una de las finalidades de las sanciones de los adolescentes infractores es lograr la 
materialización de la justicia restaurativa.   
 
Hacer imperativo para los adolescentes el hecho de reparar el daño, a más de ser 
una consecuencia lógica de la sanción, es también una forma de educar para el mañana. 
Así cada una de las finalidades de las sanciones se entrelazan unas con otras, es decir, 
forman un engranaje que busca impedir la comisión de nuevos delitos. 
 
Según Christopher Bright de “Prison Fellowship International”, la justicia 
restaurativa surgió como un experimento de Kitchener que evolucionó y se convirtió en 
un programa organizado para la reconciliación entre víctima y delincuente. 
 
Para el desarrollo de la justicia restaurativa se requiere la reunión entre la víctima 
y el infractor con la mediación de personal especializado en ello, con el fin de abordar el 
delito, sus consecuencias y las motivaciones que tuvo el delincuente.  
 
Es importante resaltar que a través de este proceso, la víctima adquiere verdadera 
voz al interior del proceso penal, se le considera como sujeto activo, tiene la posibilidad 
de expresar sus sentimientos y pensamientos en relación con el delito. Así mismo, el 
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procesado puede explicar las razones de su conducta, pedir perdón por los daños 
causados y manifestarse sobre la forma de reparación del mismo. 
 
La reunión debe concluir con acuerdos entre víctima y victimario acerca de la 
forma de reparación. 
 
La participación de la víctima es voluntaria y activa, de esta manera se evita que 
se delegue únicamente la cuestión a los operadores judiciales. 
El mediador tiene la ineludible tarea de hacer que el encuentro entre la víctima y 
el infractor sea una experiencia constructiva para lograr acuerdos y pacificar las 
relaciones sociales, de tal manera se identifica la injusticia y se planea la reparación del 
daño. 
 
Muchos estudios realizados especialmente en Estados Unidos y en Europa 
demuestran que los programas de justicia restaurativa presentan elevados índices de 
satisfacción de los usuarios de la justicia (víctimas – perjudicados), de participación de 
las víctimas en la resolución de los conflictos jurídico – sociales y de reparación integral. 
Así mismo, han logrado reducir el miedo de las víctimas y la reincidencia en el delito de 
los infractores.  
 
De esta manera, incuestionable resulta concluir que dicha forma de resolver los 
conflictos es benéfica para las víctimas en sí mismas consideradas, para la comunidad en 
general y para los infractores, como quiera que afrontar directamente la responsabilidad 
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les permite hacer una reflexión más aterrizada de sus actos y las consecuencias de los 
mismos.  
 
Procesos de educación y enseñanza para niños y jóvenes: enfoque desde la 
pedagogía 
 
Por su importancia para el presente tema, a continuación se transcriben las 
estrategias pedagógicas de un programa ya establecido en Lima (Perú) según la 
experiencia del SERVICIO DE ORIENTACIÓN AL ADOLESCENTE (SOA), entidad 
dependiente de la Gerencia de Centros Juveniles del Poder Judicial, cuyas estrategias 
pedagógicas con los jóvenes en internamiento son las siguientes (1):  
 
“-Acción educativa en el SOA- 
 
El programa educativo atiende a los adolescentes infractores con edades entre 14 y 17 
años, de ambos sexos, procedentes de los diversos distritos de Lima Metropolitana. La población 
actual es de 305 usuarios. El SOA tiene como finalidad ofrecer una atención integral; para ello, 
el planeamiento base de intervención se rige a través de diversas áreas de acción que, en su 
conjunto, nos permitan lograr el objetivo planteado, por ejemplo:   
 
1. Formación Personal: Se brinda atención personalizada. Los operadores (psicólogos y 
trabajadores sociales) efectúan el estudio y evaluación de cada adolescente y su familia. 
Simultáneamente realizan acciones orientadas al desarrollo de habilidades sociales y 
                                                 
1 Revista “Justicia para crecer” No. 11. Julio – septiembre de 2008, Lima (Perú) - Revista 
especializada en justicia juvenil restaurativa – www.justiciaparacrecer.org. 
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formación de valores. El fin es proporcionar al adolescente recursos protectores que le 
permitan fortalecer su autoestima y mejorar los vínculos con su familia. Las estrategias 
pedagógicas promueven que el adolescente sea capaz de afrontar con sensatez, 
responsabilidad y actitud ética su vida cotidiana. 
2. Socio-recreativa: Esta área consiste en la creación de espacios deportivos, culturales y 
recreativos. Además de proporcionar conocimientos, relax y sana competencia, 
desarrolla en el adolescente la capacidad evolutiva, el dominio de sí mismo, la identidad 
grupal y la cooperación. Para alcanzar estos objetivos se promueven actividades: juegos 
colectivos, deportes, paseos, etc.  
3. Laboral: Esta área promueve el aprendizaje en talleres ocupacionales, a fin de que el 
adolescente desarrolle habilidades manuales o artísticas que propicien la formación 
para el trabajo. Se cuenta con talleres de música y gimnasio, cerámica, manualidades, 
carpintería, dibujo y pintura, serigrafía, peluquería, y computación.  
4. Espiritual: Se promueven experiencias vivenciales de fe y reflexión personal para la 
formación moral y religiosa. Se respetan las creencias y opciones religiosas de cada 
adolescente.  
5. Familiar: El propósito es promover la participación activa de los padres o tutores en el 
proceso educativo del adolescente. Se entrenan para ser padres responsables que asuman 
su rol de educadores en la familia. Su asistencia y participación en el programa de 
Escuela para Padres es vital para la formación de sus hijos y los objetivos del programa.  
6. Servicio de Alimentación: Se ofrece una dieta balanceada, considerando que un 
significativo número de adolescentes proceden de hogares de bajos recursos económicos, 
siendo más importante el sentido pedagógico, al posibilitar un espacio que propicia 
compartir y practicar hábitos y modales necesarios de convivencia y de respeto.   
7. Apoyo a la Inserción Social: Esta área impulsa al adolescente a formular un proyecto de 
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vida. Para ello se realizan acuerdos interinstitucionales para el acceso a opciones de 
calificación técnico-profesional de nivel superior, colocación laboral, iniciativas 
productivas que le permitan afrontar la desocupación y generar condiciones favorables 
para su inserción social. Se gestionan becas integrales o medias becas, propiciando la 
participación y responsabilidad de la sociedad. El centro asume la supervisión y el 
monitoreo. La experiencia ha resultado particularmente favorable y satisfactoria, dado 
que existe un grupo considerable de adolescentes que da continuidad a su asistencia 
para concretar su proyecto, habiendo ya cumplido con la disposición judicial. Es 
importante señalar que la experiencia nos ha demostrado que el proceso formativo del 
adolescente va más allá del tiempo de sanción aplicada por la autoridad judicial; vale 
decir que la continuidad del proceso es una decisión personal y totalmente voluntaria del 
adolescente. 
 
Estrategias de intervención: 
 
El diseño de la intervención del equipo profesional se basa en las siguientes 
características principales:  
1. Respetar el proceso evolutivo del adolescente sin desestimar sus fallas y retrocesos.  
2. Acercamiento y comprensión; estrategia básica de intervención centrada en la habilidad 
del adulto para establecer una relación empática con el adolescente; lo importante es 
trasmitirle afecto y generar confianza.  
3. Trabajo en equipo y multidisciplinario. Los operadores son trabajadores sociales, 
psicólogos y profesores de talleres. Convergen en un trabajo conjunto donde todos 
asumen el rol de educadores sociales.  
4. Es un trabajo coherente, con unidad de criterio y convergencia de esfuerzos.  
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5. Presencia educativa permanente, acompañamiento al adolescente durante su proceso 
evolutivo. 
6. Inclusión del entorno familiar en el proceso, referido al compromiso y participación 
activa de la familia. 
7. Local acogedor. Debe mantenerse un ambiente agradable. Nos apoyamos en la 
policromía de colores alegres y relajantes para los diversos ambientes que utiliza el 
adolescente, música ambiental y mobiliario adecuado. 
8. Personal comprometido y capacitado, conocedor de los objetivos y metas del programa, 
que tienen en cuenta las opiniones y sugerencias de los propios usuarios.” 
 
 
Una de las principales problemáticas sociales de Latinoamérica es la inequidad 
social. La gran diferencia de oportunidades -educativas, laborales, culturales- entre 
pobres y ricos acrecentan la brecha que se hace cada vez más amplia, ya que en la medida 
en que se esté más capacitado habrá más oportunidades de acceder a un empleo y por 
ende a bienes y servicios; así mismo entre menos educación y cultura se tenga menos 
probabilidades de acceder al mercado laboral se tiene, esto tratándose de trabajo digno, 
honesto y justamente retribuído.  
 
 
Con el tema de las oportunidades se genera un odioso círculo vicioso que 
enriquece más a los ricos y empobrece más a los pobres. Mientras los gobiernos de turno 
no establezcan políticas públicas cohesionadas y dirigidas a “popularizar” la educación 
en todos sus niveles, las diferencias sociales permanecerán con todos sus efectos nocivos, 
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entre ellos, una mayor participación de adolescentes en actividades delictivas que les 
ofrecen alternativas de solución a sus difíciles condiciones económicas. 
Así las cosas, muchos de los jóvenes que se encuentran en el sistema de 
responsabilidad penal para adolescentes no han tenido la posibilidad de acceder de 
manera real, material y efectiva a una adecuada educación. Sus redes sociales son escasas 
y tienen o han tenido pocas oportunidades de sobresalir en su medio. Es por lo anterior 
que el componente educativo es esencial dentro de las finalidades de las sanciones. La 
educación integral del adolescente cobija el componente académico pero también el 
desarrollo social, espiritual, familiar, axiológico, laboral. La atención dentro de los 
centros especializados de privación de la libertad comprende la parte física (salud 
general, salud oral, salud mental y nutrición) y el afianzamiento de su proyecto de vida. 
 
Dentro de ese proceso pedagógico, los aprendizajes de artes u oficios son 
fundamentales como quiera que representan el acercamiento con el mundo laboral y 
facilitan a futuro que el adolescente sancionado encuentre una alternativa de vida con la 
que pueda vivir de manera digna, ejerciendo un empleo honesto con salarios justos. De 
esta manera, puede decirse que pese a que las tres finalidades de las sanciones son 
sumamente importantes, quizás la principal sin duda alguna es la educativa, pues con ella 
se busca guiar al joven condenado por la senda del bien común, lo que ciertamente 
redundará también en su propio bienestar.  
 
Se evidencia en el sistema de responsabilidad penal para adolescentes, que ha 
habido un atraso para el cumplimiento de las disposiciones contenidas en la Ley 1098 de 
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2006 y máxime en lo que tiene que ver con la sanción de retención, toda vez que el 
artículo 162 de la misma, impone la obligación a los municipio donde no existe un sitio 
adecuado para la reclusión de menores, ellos deben entregarse a sus familias, lo que se 
traduce que en los casos de flagrancia, ellos se conducen a sus casa, en tanto no exista la 
planta física especial que los mantenga en condiciones especiales o mientras tanto 
conceder la libertad provisional o detención domiciliaria.  
 
Aunque de una lectura apresurada de la norma emerge que la solución sería la 
construcción de centros especiales de reclusión, la misma resulta equívoca puesto que 
 
Lo que la Ley pide es la adecuación de lugares en todos los casos separados de 
los adultos donde se puedan surtir las 36 horas siguientes a la aprehensión. 
Justamente para ello las Naciones Unidas a través de sus reglas han concebido 
parámetros mínimos que deben tener los lugares a donde van los menores de 
edad. (SRPA, 2011) 
 
La Alianza para la niñez, en el año 2009, pudo constatar que los adolescentes que 
han sido aprehendidos en las entidades territoriales que no cuentan con sitios para la 
detención de los adolescentes, han sido trasladados a las Comisarías de Familia y a través 
de ellas, se efectúa su entrega a los padres de familia, sin que los delitos puedan ser 
judicializados, lo que genera impunidad y malestar en la comunidad frente a este tipo de 
situaciones. El problema es que la judicialización se está asociando con la existencia de 
un centro especial de reclusión y no con la falta cometida, pues conforme la Ley, un 
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delito siempre debe ser, se repite, judicializado. Ello conlleva a que las autoridades 
cumplan sus funciones legales, pero acrecentar la impunidad. 
Es imperioso que el aparato estatal fortalezca la política penal de adolescentes, en 
cuanto a la atención social y económica de todos los actores que deben concurrir al 
sistema penal para éstos, garantizando un proceso de socialización para que efectivice 
“entornos protectores, que los acojan y que faciliten el ejercicio progresivo de su 
autonomía y su ciudadanía en el marco del respeto de los derechos humanos suyos y de 
las demás personas”.  (COLOMBIA, 2010) 
  
No debe obviarse que la finalidad de la Ley de infancia y adolescencia, más que el 
castigo de un menor infracto es su resocialización, ese objetivo altruista a su vez no se 
puede cristalizar si se deja a un lado la sanción que debe cumplir el adolescente que ha 
cometido un delito. Así se establece en el artículo 140 de la Ley 1098 de 2006, en la que 
se dispone que las medidas deben ser pedagógicas, específicas y diferenciadas de las 
aplicadas a los adultos; empero deben asegurar el cumplimiento de la justicia restaurativa 
evidenciada en la verdad y la reparación de las víctimas.  
 
Una situación adicional, es que la reparación no es monetaria cuando se trata de 
adolescentes, sino que se busca que el menor reconozca la ilicitud de su acto, el daño 
causado y por ende la restauración de la dignidad de la víctima y de su propia dignidad.  
 
Los periódicos nacionales han hecho eco de la situación de los menores y su 
responsabilidad penal, precisando que existe en la actualidad un caos en el sistema 
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penitenciario de éstos y se ha reconocido por el mismo Gobierno, partiendo del hecho del 
hacinamiento en los centros de reclusión, que el presupuesto se torna insuficiente para 
atender las necesidades de infraestructura aunado al hecho del incumplimiento de los 
programas de resocialización a cargo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y 
las entidades territoriales.  
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CAPÍTULO IV 
ASPECTOS ENCONTRADOS EN LA CIUDADELA LOS ZAGALES DE 
MANIZALES 
 
Los delincuentes primarios se encuentran condenados por hurto, hurto agravado, hurto 
agravado y calificado, porte de armas y tentativa de homicidio.   Por hurto, se encuentran 
condenados tres menores, de once encuestados; por cada uno de los demás delitos, dos 
menores.  
 
Tabla 1. Delitos por los que se encuentran recluidos menores delincuentes primarios.  Los 






acceso carnal violento 1 1 0 
estupefacientes 1 1 0 
Hurto 4 1 3 
hurto agravado 2 
 
2 
hurto agravado calificado 2 
 
2 
Homicidio, lesiones 1 1 0 
porte armas 3 1 2 
tentativa homicidio 3 1 2 
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TOTAL 17 6 11 
 
Los menores no condenados, se encuentran recluidos por: acceso carnal violento un 
16,67%, estupefacientes 16,67%, hurto 16,67%, homicidio y lesiones personales 16,67%, 
tentativa de homicidio 16,67%  y porte de armas 16,67% . 
 
 Estadísticas sobre infractores reincidentes – delitos por los cuales están 
 condenados. 
 
Tabla 2. Delitos por los que se encuentran recluidos menores delincuentes reincidentes.  









Hurto agravado calificado 2 
 
2 
Homicidio y porte armas 1 
 
1 
Tentativa de homicidio 2 
 
2 
Homicidio, porte, hurto 1 1 
 
TOTAL 9 1 8 
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De los menores reincidentes, uno no se encuentra condenado y está recluido por 
homicidio, hurto y porte de armas.  Los ocho menores condenados se encuentran 
recluidos por hurto el 37,5%, hurto agravado calificado el 25%, tentativa de homicidio el 
25% y homicidio y porte de armas el 12,5%. 
 
 Estadísticas de adolescentes condenados por delitos graves (que superen los 
seis años de prisión, en tratándose del sistema acusatorio para adultos) y sus 
niveles de reincidencia. 
 
Tabla 3. Adolescentes condenados por delitos graves y niveles de reincidencia.  Los 






Hurto Hurto 6 
Homicidio, porte armas Hurto 3 





Hurto agravado calificado No reporta 2 
Hurto Hurto 11 
Hurto agravado calificado 
  






Hurto agravado calificado Estupefacientes, hurto 3 





De los 6 menores condenados por delitos no graves, dos (un 33,33%) son reincidentes, 
con un promedio de 1,5 meses entre reclusiones, y con delitos previos uno grave (hurto, 
porte de armas y estupefacientes) y otro no grave (estupefacientes). 
 
Los 13 menores condenados por delitos graves, son reincidentes en un 46,15% (6 
menores) con un lapso entre reclusiones de 4,21 meses, con extremos de una semana y 11 
meses. 
 
El 66,66% de quienes ingresan por hurto, reinciden en el mismo delito; el otro 33,33%, 
por homicidio y porte de armas.    El restante reincidente por hurto, había sido recluido 
por homicidio.  Quienes están condenados por tentativa de homicidio (2 menores), habían 
sido recluidos por estupefacientes uno de ellos, y el restante por porte de armas, 
estupefacientes y hurto.  Los dos menores condenado por hurto agravado calificado 
habían estado recluidos por hurto y estupefacientes uno de ellos, y el restante, no reporta 
por cuál o cuales delitos.   
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El menor no condenado, se encuentra recluido por homicidio, porte de armas y hurto, 
reportando que había estado recluido por varios delitos. 
 
 Tiempo promedio en que los jóvenes egresan de la institución y su 
reincidencia en la comisión de delitos. 
 
Tabla 4. Tiempo promedio en que los jóvenes egresan de la institución y su reincidencia 




Homicidio porte 3 
Hurto 0,25 
Porte, hurto, homicidio 26 
Tentativa homicidio 1 
Hurto agravado calif 2 
Hurto 11 
Hurto agravado calif 3 
Tentativa homicidio 2 
PROMEDIO 6,02778 
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En promedio el tiempo transcurrido entre el egreso de la institución y su nueva reclusión 
es de 6,02778 meses; con un mínimo de una semana, y un máximo de 26 meses; sin 
embargo, al excluir los extremos, el promedio baja a 4 meses. 
 
Analizando por tipo de delito, quienes reingresan por hurto, en promedio lo hacen luego 
de 5,75 meses; por homicidio y porte de armas, 3 meses; por homicidio, porte de armas y 
hurto, 26 meses; por tentativa de homicidio, 1,5 meses; por hurto agravado y calificado, 
2,5 meses. 
 
Como puede observarse, como norma general los ingresos posteriores al primero 
corresponden a delitos más graves, por varios delitos, y en términos generales, con lapsos 
de reingreso menores.  Lo que indica un “aprendizaje”, mayor frecuencia y variedad en la 
comisión de delitos; denotando fallas en la prevención y corrección. 




La realidad ha mostrado que la laxitud de las normas contenidas en la ley objeto 
de estudio han redundado en contra de los menores, todo porque los castigos no son 
proporcionales, en algunos casos, con la gravedad del delito perpetrado.  
 
Es necesario hacer alusión al hecho que las normas nacionales no sólo deben 
ajustarse a los parámetros sociales, sino al contexto internacional que ha construido un 
bloque jurídico que repercute en la protección del niño, niña o adolescente a ultranza, 
verbi gratia, los tratados ratificados por Colombia ante el sistema regional de derechos 
humanos.  
 
Lo anterior podría indicar, per se, que la ley 1098 de 2006 se ajusta al contexto 
internacional y a la obligación que de esa misma índole ha contraído. Empero, es 
importante conjurar lo prescrito por la norma, como lo que acontece socialmente.  
 
Las normas se han expedido bajo una serie de debates que en principio se 
presentaron bajo la premisa "protección a la infancia y a la adolescencia". De hecho, al 
analizar los debates previos a la expedición de la mencionada ley, el argumento central 
jurídico se enfatizaba en la salvaguarda de los derechos de los niños, su protección a 
ultranza y ello se evidencia en diferentes normas.  
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Sobre ese particular, se pueden traer a colación los artículos 169 y 178, en los que 
se indica que la norma tiene una finalidad restaurativa, pero la teleología de la norma es 
la protección, en la que no se evidencia la proporción en la sanción de un delito grave lo 
que ha conllevado a entender que la norma es permisiva, ello partiendo del análisis que se 
hace a la realidad social  
 
No quiere indicar lo anterior que los beneficios de actualizar la ley de infancia y 
adolescencia sean superiores a sus falencias, lo que si sucede es que se ha menguado su 
efectividad.  
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